ACCIÓN DE TUTELA CONTRA TRÁMITE INCIDENTAL DE DESACATO - Auto que resuelve incidente de desacato y grado jurisdiccional de consulta / VIOLACIÓN DIRECTA DE LA CONSTITUCIÓN / BUZÓN ELECTRÓNICO PARA NOTIFICACIÓN JUDICIAL - Falta al deber de información que se predica de las autoridades judiciales de indicar el buzón electrónico para la recepción de memoriales / REMISIÓN DE MEMORIAL A TRAVÉS DE BUZÓN ELECTRÓNICO - No fue tenido en cuenta por la autoridad judicial / VULNERACIÓN DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO / VULNERACIÓN DEL DERECHO DE ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
[L]a Sala observa que en efecto el actor remitió las contestaciones del incidente de desacato al correo electrónico jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co, circunstancia que también reconoce el Juzgado accionado, autoridad judicial que con ocasión de la presente solicitud de amparo, confirmó que la misma fue enviada dentro del término otorgado. Así mismo, este despacho se comunicó vía telefónica con el Juzgado accionado, quien remitió los correos electrónicos enviados al aquí tutelante, de lo cual se puede advertir que, como lo manifestó el actor en el escrito de tutela, aquel no fue informado de la imposibilidad de remitir la contestación del incidente de desacato, a dicho buzón electrónico y mucho menos, que los memoriales allí recibidos, serían destruidos, o que debía enviar su informe de cumplimiento a otro correo electrónico. Dicha circunstancia implica una falta al deber de información que se predica de las autoridades judiciales, en relación con los usuarios de la administración de justicia, de lo que se desprende igualmente, una vulneración al derecho fundamental al debido proceso (…) En el caso concreto, se observa que el Juzgado accionado envió la notificación del auto de apertura desde el correo jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co, sin embargo, como se indicó en precedencia, en dicho mensaje no se realizó la advertencia que, con posterioridad a la sanción se hizo, esto es, que no se recibirían memoriales en la dirección mencionada y que las mismas serían destruidas. Así las cosas, la Sala observa que en efecto, el [actor] remitió el memorial a través del cual pretendió acreditar el cumplimiento del fallo de tutela del 13 de agosto de 2018. Sin embargo, aquel no fue valorado por las autoridades judiciales accionadas, al momento de proferirse el auto del 12 de diciembre de 2018, por medio del cual se le sancionó con multa de 3 S.M.L.M.V y la providencia del 17 de enero de 2018 (sic) -2019- que resolvió el grado jurisdiccional de consulta, en el sentido de confirmar la sanción. Para la Sala, este actuar del Juzgado accionado vulneró los derechos fundamentales del actor. Ahora, el memorial fue valorado con posterioridad, por el juzgado (…) razón por la cual, se reprocha la actuación de dicha autoridad judicial (…) que en providencia del 18 de febrero de 2019, no aceptó la solicitud de inaplicación de la sanción. Sin embargo, el memorial allegado por el actor, así como las pruebas que se adjuntaron, no fueron analizadas por el Tribunal Administrativo de Antioquia, en garantía del debido proceso y de la plena eficacia del grado jurisdiccional de consulta, cuando revisó el auto que impuso la sanción. Por lo anterior, le asiste razón al tutelante, al afirmar que se vulneró su garantía constitucional, por parte del Juzgado Primero de Medellín, al (i) dar por no contestado el incidente de desacato en el auto del 12 de diciembre de 2018; (ii) no remitir al Tribunal, el escrito radicado a través de la empresa Litigamos -el cual fue aportado nuevamente al juzgado-, mediante el cual pretendió acreditar el cumplimiento de la orden, situación que impidió al Tribunal analizar dichos argumentos, en grado jurisdiccional de consulta.

FUENTE FORMAL: LEY 962 DE 2005 - ARTÍCULO 10

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá, D.C., dos (2) de mayo de dos mil diecinueve (2019)

Radicación número: 11001-03-15-000-2019-00874-00(AC)
Actor: EDGAR ORTIZ PABÓN

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA - SALA CUARTA Y OTRO

OBJETO DE LA DECISIÓN

Procede la Sala a resolver la acción de tutela formulada por el señor Edgar Ortiz Pabón, quien actúa en nombre propio y en su calidad de gerente y, en consecuencia, como representante legal del Fondo de Adaptación, en contra del Juzgado Primero Administrativo Oral de Medellín y el Tribunal Administrativo de Antioquia - Sala Cuarta de Oralidad.

I. ANTECEDENTES

1.1. Con escrito radicado el 27 de febrero de 2019
, en la Oficina de Correspondencia del Consejo de Estado, el señor Edgar Ortiz Pabón, actuando en nombre propio y en su calidad de gerente y, en consecuencia, como representante legal del Fondo de Adaptación
, instauró acción de tutela contra el Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala Cuarta de Oralidad y el Juzgado Primero Administrativo de Medellín, con el fin de que sea amparado su derecho fundamental al debido proceso.

1.2. La parte actora consideró vulnerada la referida garantía constitucional con ocasión de la providencia del 17 de enero de 2019, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala Cuarta de Oralidad, mediante la cual se confirmó la decisión del 12 de diciembre de 2018 del Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Medellín que: i) declaró al señor Edgar Ortiz Pabón, gerente del Fondo de Adaptación, en desacato del fallo de tutela proferido por dicho juzgado el 13 de agosto de 2018 y ii) lo sancionó con multa de 3 salarios mínimos legales mensuales vigentes. Lo anterior, en el marco del incidente de desacato con N° de radicado 05001-33-31-001-2018-00339-01, instaurado por el señor Nelson de Jesús Ruiz Velásquez.

1.3. Así mismo, dirigió la presente solicitud de amparo constitucional contra el auto del 18 de febrero de 2019, por medio del cual, el Juzgado mencionado resolvió no aceptar la solicitud de inaplicación de la sanción.

1.4. Con base en lo anterior, la parte accionante solicitó el amparo de los derechos invocados y, en consecuencia, pidió:

“(…) 

con sustento en el material probatorio obrante al proceso y a los argumentos esgrimidos en mi favor, tanto en el trámite incidental como en el presente escrito de tutela, se disponga revocar y dejar sin efectos el auto del 12 de diciembre de 2018 con el que el Juzgado resolvió el incidente de desacato promovido en la acción de tutela 2018-00339 por Nelson de Jesús Ruiz Velásquez y el auto del 17 de enero de 2019, con el que la Sala Cuarta de Oralidad del Tribunal Administrativo de Antioquia resolvió el grado jurisdiccional de consulta del incidente de desacato, confirmando la sanción impuesta, sin que para ello se haya determinado ni acreditado mi responsabilidad objetiva y mucho menos subjetiva conforme a lo establecido en el precedente judicial aplicable a este tipo de trámites y a todos los argumentos esgrimidos con antelación.

PETICIÓN SUBSIDIARIA

Al ser integral la revisión del trámite incidental a la luz del debido proceso y el derecho de defensa que se solicita tutelar, de la manera más comedida solicito el juez de tutela que al amparar estos derechos constitucionales declare la nulidad de todo lo actuado en el incidente de desacato, conforme a los argumentos esgrimidos con antelación.”

1.5. En el escrito de tutela, como medida provisional el señor Edgar Ortiz Pabón solicitó: “Dada la gravedad e inmediatez que supone el cumplimiento del auto del 12 de diciembre de 2018 con el que el Juzgado resolvió el incidente de desacato promovido en la acción de tutela 2018-00339 por Nelson de Jesús Ruiz Velásquez y el del auto del 17 de enero de 2019, con el que la Sala Cuarta de Oralidad del Tribunal Administrativo de Antioquia resolvió el grado jurisdiccional de consulta, en tanto se trata de una sanción que implica multa, a efecto de salvaguardar el derecho fundamental del debido proceso, solcito con todo respeto al Honorable Consejo que de manera inmediata se ordene la suspensión de las órdenes impartidas en este auto.”

2. Hechos probados y/o admitidos

La solicitud de amparo se fundamentó en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia:

2.1. El señor Nelson de Jesús Ruíz Velásquez presentó acción de tutela contra el Municipio de Heliconia, Comfama, Fondo de Adaptación y la Empresa Núcleos de Colombia, con el fin de solicitar el amparo de sus derechos fundamentales de petición, y a la vida digna. Por lo anterior, solicitó la adjudicación de una vivienda, aduciendo que ya presentó una petición en este sentido, teniendo en cuenta que fue beneficiario del programa de vivienda que se ofrecía por el Fondo de Adaptación.

2.2. El proceso le correspondió por reparto al Juzgado Primero Administrativo de Medellín, autoridad judicial que en sentencia del 13 de agosto de 2018 resolvió: 

“PRIMERO: DENEGAR la acción de tutela impetrada por NELSON DE JESÚS RUIZ VELASQUEZ identificado con cédula de ciudadanía N° 71.951.258 conforme los argumentos expuestos en esta providencia.

SEGUNDO: EXHORTAR al FONDO DE ADAPTACIÓN a fin de que realice todas las gestiones necesarias para culminar el "Programa Nacional de Reubicación y Reconstrucción de Viviendas para la Atención de Hogares Damnificados y/o Localizados en Zonas de Alto Riesgo No Mitigable Afectadas por los eventos derivados del Fenómeno de la Niña 2010-2011" y poder entregar de forma cumplida la solución de vivienda al actor, para lo cual se le ORDENA que mes a mes informe al accionante los avances del proyecto hasta su culminación y entrega definitiva.”

2.2.1. Como fundamento de su decisión, el Juzgado expuso que el actor elevó una petición ante el Fondo de Adaptación, entidad que dio respuesta a la misma dando a conocer las etapas que debían desarrollarse por el operador zonal para atender los registros correspondientes al Municipio de Heliconia y le indicó que el operador contratado no realizó lo necesario para llegar a la etapa de ejecución, por lo que harían especial seguimiento a ello a fin de poder brindar solución oportuna a su vivienda.

2.2.2. El Juzgado verificó que el señor Nelson de Jesús Ruiz Velásquez resultó elegible para ser atendido por el programa y que la alternativa de solución fue la reubicación de su vivienda. Así mismo observó que en ese momento el caso se encontraba en la etapa de ejecución, la cual no se había podido realizar por falta de aprobación de la consulta técnica o de diseños de vivienda. Finalmente manifestó:

“Se observa así mismo que dado que se terminó el contrato tanto con COMFAMA como con la empresa NÚCLEOS DE COLOMBIA el responsable directo de la ejecución es el FONDO DE ADAPTACIÓN, entidad que manifiesta que la fase de reubicación tiene una duración estimada de cuatro años (2014-2018) por lo que las gestiones a su cargo aún se encuentran dentro del plazo previsto.

En orden a ello no puede por parte de este Despacho ordenarse la entrega inmediata de la solución de vivienda definitiva de la que fue beneficiado el accionante, en tanto el término para dicha entrega no ha culminado. Tampoco podrá requerirse a la entidad para que otorgue una respuesta de fondo en tanto la misma ya existe y es conocida por el tutelante.”

2.3. El 19 de noviembre de 2018, el señor Nelson de Jesús Ruíz Velásquez, manifestó que el Fondo de Adaptación no había dado cumplimiento al numeral segundo del fallo de tutela del 13 de agosto de 2018. 

2.4. En auto del 20 de noviembre de 2018, el Juzgado Primero Administrativo de Medellín, abrió incidente de desacato contra el señor Edgar Ortiz Pabón, en su condición de gerente del Fondo de Adaptación, decisión que se notificó a través del buzón jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co, enviada al correo electrónico edgarortiz@fondoadaptacion.gov.co. 

2.5. El 28 de noviembre de 2018, el incidentado envió por correo electrónico un memorial al buzón electrónico jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co, de conformidad con la constancia que aporta el tutelante en el CD adjunto a la tutela. 

2.5.1. Dicho correo fue usado por el juzgado para notificarle tanto del fallo de tutela, como del auto dictado al interior del desacato. En el mismo no se hicieron indicaciones relacionadas con la prohibición de enviar memoriales al mencionado buzón electrónico.

2.6. En providencia del 12 de diciembre de 2018, el Juzgado Primero Administrativo de Medellín, declaró que el señor Edgar Ortiz Pabón, en su condición de gerente del Fondo de Adaptación incurrió en desacato del fallo de tutela del 13 de agosto de 2018, por lo que lo sancionó con multa equivalente a 3 salarios mínimos legales mensuales vigentes –s.m.l.m.v.-. 

2.6.1. Como fundamento de dicha decisión, expuso que el incidentado guardó silencio en el trámite incidental por lo que manifestó:

”…más allá de cualquier delegación de esa función que pueda existir al interior de esa entidad estatal, el primer responsable del cumplimiento de la orden de tutela es EDGAR ORTIZ PABÓN, quien es la persona que ejerce como gerente del FONDO DE ADAPTACIÓN, sino en quien el despacho radicó la obligación de actuar, tal como se observa en la parte resolutiva de la sentencia de tutela proferida. 

Sin embargo, EDGAR ORTIZ PABÓN, a la fecha, dentro del trámite incidental que nos ocupa, no ha acreditado el cumplimiento del fallo proferido por el despacho como tampoco ha probado de manera eficiente, clara y definitiva la imposibilidad de cumplirlo. 

Ello a pesar de que el despacho le ha garantizado a plenitud sus derechos fundamentales de defensa y contradicción, efectuándole las respectivas notificaciones de los proveídos y dándole la oportunidad de que solicitara pruebas con el fin que demostrara las causa (sic) que le han impedido actuar; sin embargo hasta la fecha ni siquiera se ha dado respuesta al trámite incidental.

Es por ello que para el despacho no hay duda que la conducta de EDGAR ORTIZ PABÓN, ha sido negligente, esto es, omisiva culposa en la modalidad grave, pues ha inobservado el cuidado necesario que cualquier persona del común le imprime a sus actuaciones, máxime cuando, como ya se dijo, al tratarse del cumplimiento de un fallo de tutela, se ha prolongado la vulneración de un derecho constitucional fundamental, lo que constituye un nuevo agravio frente a los derechos fundamentales del actor.” (Negrillas de Sala)

2.7. Con escrito radicado el 14 de diciembre de 2018, el aquí tutelante solicitó la nulidad del auto del 12 de diciembre de 2018, por medio del cual se le impuso sanción por desacato, fundamentada en “la obligación del Juez de garantizar el derecho a la defensa y contradicción…”. Lo anterior, debido a que el juzgado, erradamente, consideró que no dio respuesta al incidente de desacato. 

2.7.1. En efecto, manifestó que envió un memorial al correo electrónico jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co, buzón al cual también había enviado la contestación de la acción de tutela y que fue, en su momento recibida. Para el efecto, adjuntó el memorial, enviado inicialmente, en el cual acreditaba el cumplimiento del fallo. 

2.8. Mediante providencia del 18 de diciembre de 2018, el Juzgado Primero Administrativo de Medellín, negó la solicitud de nulidad y aclaró, por primera vez, que la dirección de correo jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co es de uso único y exclusivo de envío de notificaciones del despacho, y que todo mensaje que se reciba no sería leído, por el contrario, sería automáticamente eliminado de los servidores por configuración de la sede principal de Informática de la Rama Judicial. 

2.8.1. Por otro lado indicó “si el usuario tiene alguna solicitud para radicar frente el (sic) trámite en curso lo puede hacer por los medios idóneos es decir la oficina de apoyo judicial sede Atlas o en su defecto en el e-mail adm01med@cendoj.ramajudicial.gov.co, de otro lado se le indica que el trámite incidental (sic) el objeto principal es cumplir con lo ordenado y no se ha demostrado hasta la fecha el cumplimiento del mismo.”
2.9. En auto fechado 17 de enero de 2018
, al resolver el grado jurisdiccional de consulta, el Tribunal Administrativo de Antioquia confirmó la providencia del 12 de diciembre de 2018, para lo cual manifestó:

“Del estudio de la totalidad de las actuaciones que se siguieron dentro del trámite de desacato, encuentra el Despacho que se surtieron con observancia del derecho de defensa y contradicción, en tanto que se identificó y notificó al funcionario llamado a dar cumplimiento a la orden judicial, quien guardó silencio. 

En estos términos, y al no encontrarse acreditado el cumplimiento del fallo de tutela por parte del llamado a acatar la orden judicial, lo que evidencia una conducta negligente y renuente, se confirmará la providencia objeto de consulta.”

2.10. Mediante memorial radicado en el Tribunal Administrativo de Antioquia el 22 de enero de 2019, el señor Edgar Ortiz Pabón solicitó la nulidad del auto antes mencionado, alegando que la contestación dentro del incidente se envió al correo electrónico jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co, de donde ha recibido las notificaciones por parte del juzgado, siendo el mismo al que se envió la contestación de la tutela presentada por el señor Nelson de Jesús Ruíz. En ese sentido, reprochó la afirmación de la autoridad judicial, según la cual, había guardado silencio. 

2.10.1. Puso de presente que «el día martes 15 de enero de 2019 se solicitó a la empresa que presta los servicios de vigilancia judicial al Fondo de Adaptación, Litigando, que radicara ante la secretaría del Tribunal Administrativo de Antioquia, escrito de ‘SOLICITUD DE NULIDAD DECISIÓN QUE IMPONE SANCIÓN POR DESACATO Y ESCRITO CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA’ pues, no se tenía conocimiento respecto a qué sala y magistrado le había correspondido por reparto la consulta de la sanción por desacato en el presente caso. Atendiendo la solicitud realizada, la empresa Litigando, mediante correo electrónico del día 16 de enero de 2019 comunicó lo siguiente: ‘Adjunto remito acuse de radicación del documento solicitado, debido a que el mismo no fue recibido en el Tribunal Administrativo de Antioquia se radicó en el juzgado 01 administrativo, que es donde actualmente se encuentra el proceso.”
2.11. En providencia del 8 de febrero de 2019, el Tribunal Administrativo de Antioquia negó la solicitud de nulidad antes referenciada, bajo la siguiente línea argumentativa: 

“Para el Despacho es claro que, en cuanto al auto proferido el 17 de enero de 2019, mediante el cual se confirmó la sanción impuesta, no se encontró irregularidad alguna, en tanto, el trámite surtido en sede de grado jurisdiccional de consulta se encuentra ajustado a derecho, ya que no se allegó por parte del sancionado prueba alguna de haber dado cumplimiento a la decisión judicial, pues como se demuestra solo con el escrito de solicitud de nulidad, se repite, presentado el 22 de enero de 2019 ante la Corporación, se aportó un CD contentivo de la correspondencia entre el actor y el FONDO ADAPTACIÓN, por lo que la nulidad alegada no se configura. 

No obstante lo anterior, es importante indicarle al FONDO ADAPTACIÓN que tras cumplirse el trámite de incidente de desacato e imponerse una sanción, podrá evitar que la misma se haga efectiva acatando lo ordenado por el fallo, como quiera que el objeto de dicha actuación no es la imposición de una sanción, sino persuadir al cumplimiento de lo allí resuelto.”  

2.12. El 13 de febrero de 2019, el señor Edgar Ortiz Pabón solicitó al Juzgado Primero Administrativo de Medellín el levantamiento de la sanción, debido al cumplimiento de la orden y adjuntó los documentos a través de los cuales pretendió acreditarlo.

2.13. En providencia del 18 de febrero de 2019, el Juzgado Primero Administrativo de Medellín no aceptó la solicitud de inaplicación de la sanción. Para el efecto expuso: 

“Adicionalmente la entidad accionada FONDO DE ADAPTACIÓN mediante memorial radicado el día 13 de febrero de 2019, solicita inaplicar la sanción que les fue impuesta por este Despacho por incumplimiento a una orden judicial, dicha solicitud la realiza bajo el argumento de que ya cumplieron con lo ordenado en la sentencia del 13 de agosto de 2018, esto es, ofrecerle al señor NELSON DE JESUS VELASQUEZ (sic), soluciones de vivienda, las cuales han sido rechazadas por el actor y requerirlo para que el (sic) informe al fondo si encuentra alguna solución de vivienda que se adapte a sus necesidades. 

Ahora bien, estudiada la respuesta otorgada no obedece a los parámetros dados por el Despacho, en tanto que para esta agencia judicial, las soluciones de vivienda ofrecidas al actor, quien según lo demostrado dentro del expediente ha vivido en el Municipio de Heliconia hace un tiempo considerable, podrían generar un cambio dramático en sus condiciones de existencia, puesto que lo alejarían de su domicilio, donde ha desarrollado su vida, adicionalmente trasladarle la carga de buscar una solución de vivienda al señor Ruiz Velazques (sic) no es de recibo para esta Agencia Judicial, puesto que dicha carga es exclusiva de la entidad estatal quien se encuentra en una posición de superioridad y facilidad para realizar estas gestiones, finalmente se tiene que el Programa Nacional de Reubicación y Reconstrucción de Viviendas para la Atención de Hogares Damnificados y/o Localizados en Zonas de Alto Riesgo no mitigables Afectadas por los eventos derivados del Fenómeno de la Niña 2010-2011, tenía un plazo de ejecución hasta el año 2018, por lo que la entidad accionada se encuentra en mora con el actor, quien es beneficiario de dicho programa y por lo anterior tiene derecho a una solución de vivienda, razón por la cual no habrá de aceptarse la solicitud de inaplicación solicitada.

En consecuencia, se ordena la expedición de primera copia auténtica de la providencia que impuso la sanción y la que confirmó parcialmente tal decisión en segunda instancia con la respectiva constancia de ser primera copia que presta mérito ejecutivo para el cobro a los lineamientos de la circular DESAJM15-175 DEL 13 DE ENERO DE 2015 del Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa, Dirección Seccional de Administración Judicial de Medellín – Antioquia.” 

3. Fundamentos de la solicitud de amparo

3.1. El actor alegó una vulneración al debido proceso, ya que el Juzgado Primero Administrativo de Medellín, dio por no contestado el incidente de desacato, situación confirmada por el Tribunal accionado, omitiendo que dicha contestación se envió al correo electrónico jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co. 

3.1.1. Puso de presente que el mismo buzón fue utilizado por el Juzgado accionado para notificarlo tanto de la tutela como de las decisiones dictadas al interior del incidente, y que además envió allí la contestación de la tutela elevada por el señor Nelson de Jesús Ruíz, la cual si se entendió contestada. 

3.1.2. Por otro lado, advirtió que, el Juzgado accionado no remitió al Tribunal, antes de que se profiriera el auto en grado jurisdiccional de consulta, el escrito radicado a través de la empresa Litigamos –el mismo que envío en un primer momento al correo electrónico en mención-, mediante el cual pretendió acreditar el cumplimiento de la orden, situación que impidió al Tribunal analizar dichos argumentos. 

3.1.3. Adicionalmente, manifestó que el Juzgado nunca le informó que el correo electrónico jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co era de uso exclusivo de envió de notificaciones o que los mensajes allí recibidos se eliminarían, circunstancia que conoció únicamente cuando la referida autoridad judicial le negó la solicitud de nulidad. 

3.1.4. A efectos de exponer el alcance del derecho fundamental al debido proceso, transcribió apartes de la sentencia de la Corte Constitucional C-980 de 2010 y del auto 159 del 15 de marzo de 2018, proferido por la misma autoridad judicial. Así mismo, citó el fallo del 6 de junio de 2012, de la Sección Tercera del Consejo de Estado en el cual se indicó que para condenar a un sujeto se le debía vincular debidamente. 

3.1.5. Solicitó la aplicación del artículo 10 de la Ley 962 de 2005
 que dispone: 

“ARTÍCULO 10. UTILIZACIÓN DEL CORREO PARA EL ENVÍO DE INFORMACIÓN. Modifíquese el artículo 25 del Decreto 2150 de 1995, el cual quedará así:

"Artículo 25. Utilización del correo para el envío de información. Las entidades de la Administración Pública deberán facilitar la recepción y envío de documentos, propuestas o solicitudes y sus respectivas respuestas por medio de correo certificado y por correo electrónico.

En ningún caso, se podrán rechazar o inadmitir las solicitudes o informes enviados por personas naturales o jurídicas que se hayan recibido por correo dentro del territorio nacional.

Las peticiones de los administrados o usuarios se entenderán presentadas el día de incorporación al correo, pero para efectos del cómputo del término de respuesta, se entenderán radicadas el día en que efectivamente el documento llegue a la entidad y no el día de su incorporación al correo.

Las solicitudes formuladas a los administrados o usuarios a los que se refiere el presente artículo, y que sean enviadas por correo, deberán ser respondidas dentro del término que la propia comunicación señale, el cual empezará a contarse a partir de la fecha de recepción de la misma en el domicilio del destinatario. Cuando no sea posible establecer la fecha de recepción del documento en el domicilio del destinatario, se presumirá a los diez (10) días de la fecha de despacho en el correo.

Igualmente, los peticionarios podrán solicitar el envío por correo de documentos o información a la entidad pública, para lo cual deberán adjuntar a su petición un sobre con porte pagado y debidamente diligenciado.

PARÁGRAFO. Para efectos del presente artículo, se entenderá válido el envío por correo certificado, siempre y cuando la dirección esté correcta y claramente diligenciada".

3.2. Manifestó que la decisión tomada al interior del desacato fue sobre una orden diferente al exhorto impuesto en la sentencia de la acción de tutela, por lo que se desconoció la finalidad del trámite incidental y los elementos que se deben acreditar para imponer la sanción, de conformidad con el Decreto 2591 de 1991. 

3.2.1. Sobre el punto adujo que la orden de tutela fue negada, por lo que no se vulneraron los derechos del señor Nelson de Jesús Ruíz, en ese sentido, no había lugar a iniciar un incidente de desacato. Lo anterior por cuanto no se accedió a las pretensiones del actor, no se ordenó la entrega de una vivienda y mucho menos, se fijó un plazo para otorgarle una solución de vivienda al mencionado tutelante.

3.2.2. Así las cosas, expuso que la autoridad accionada no podía modificar los efectos del fallo de tutela, el cual le fue favorable al Fondo de Adaptación. Por lo anterior aclaró que el exhorto consistió en informar mes a mes los avances del proyecto hasta la entrega, y realizar las gestiones necesarias para culminar el Programa Nacional de Reubicación y Reconstrucción de Viviendas, actuaciones que ha cumplido. Al efecto, referenció las actuaciones realizadas en aras de cumplir con el referido exhorto. 

3.3. Finalmente, expuso que el Fondo de Adaptación tiene la obligación de ejecutar el Programa Nacional de Reubicación y Reconstrucción, garantizándole a sus beneficiarios el derecho fundamental a un vivienda digna, sin que ello se limite a condiciones y lugares donde los beneficiarios deseen o soliciten la misma. 

4. Actuaciones procesales relevantes

4.1. Admisión de la demanda

4.1.1. Mediante auto del 7 de marzo del 2019
, el despacho sustanciador admitió la presente acción de tutela, ordenó la notificación al actor, a los Magistrados del Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala Cuarta de Oralidad y al Juzgado Primero Administrativo de Medellín, como autoridades judiciales accionadas. 

4.1.2. Así mismo, vinculó en calidad de tercero con interés jurídico legítimo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del Decreto Ley 2591 de 1991, al señor Nelson de Jesús Ruiz Velásquez, sujeto que promovió el tramite incidental.

4.1.3. Por otro lado, negó la medida provisional prevista en el artículo 7° del Decreto 2591 de 1991, solicitada por el tutelante.

5. Contestaciones: Efectuadas las notificaciones correspondientes, las cuales obran a folios 19 a 22, se presentaron las intervenciones que a continuación se relacionan:

5.1. El Juzgado Primero Administrativo de Medellín manifestó que una vez revisado el correo electrónico jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co encontró que efectivamente el actor se pronunció en término dentro del incidente de desacato, memorial que no fue tenido en cuenta. No obstante, puso de presente que, con posterioridad se analizaron los argumentos allí elevados, y en auto del 18 de febrero de 2019, se negó la petición de inaplicación de la sanción, al considerar que la orden no se cumplió. 

5.2. El Tribunal Administrativo de Antioquia consideró que no era necesario exponer argumentos adicionales a los elevados en el auto censurado, pues, de hacerlo, estaría aceptando la configuración de una vía de hecho. Se refirió de forma general a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales y solicitó se negaran las pretensiones. 

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia

1.1. Esta Sala es competente para conocer de la acción de tutela interpuesta por el señor Edgar Ortiz Pabón, quien actúa en nombre propio y en su calidad de gerente y, en consecuencia, como representante legal del Fondo de Adaptación
, contra el Juzgado Primero Administrativo de Medellín y el Tribunal Administrativo de Antioquia, de conformidad con los Decretos 2591 de 1991, 1069 de 2015 y Acuerdo 55 de 2003.

2. Problemas jurídicos a resolver en la presente acción de amparo

2.1. Corresponde a la Sala dar respuesta a los siguientes interrogantes:

· ¿En el presente caso se cumplen los requisitos de procedibilidad adjetiva de la acción de tutela contra providencia judicial?

2.2. De ser positiva la respuesta a la pregunta anterior, se analizará lo siguiente:

· ¿Vulneraron las autoridades judiciales accionadas el derecho al debido proceso del actor en el trámite incidental objeto de tutela?

3. Razones jurídicas de la decisión

Para resolver el problema jurídico planteado, se analizarán los siguientes temas: (i) criterio de la Sección sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencia judicial; (ii) procedencia de la acción de tutela contra decisión proferidas al interior del incidente de desacato; (iii) los requisitos de procedibilidad adjetiva; y (iv) análisis del caso concreto. 

3.1. Procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales

3.1.1. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo del 31 de julio de 2012,
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema.

3.1.2. Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente, en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

3.1.3. Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.
3.1.4. Al efecto, en virtud de la sentencia de unificación del 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, adoptó los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590/2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño, para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales, como lo señala el artículo 86 Constitucional, y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

3.1.5. A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.  

3.1.6. En ese sentido, si bien la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, no ha distinguido con claridad cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -improcedencia sustantiva- y cuáles impiden analizar el fondo del asunto -improcedencia adjetiva-.

3.1.7. Por tanto, la Sección verificará que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad. Estos requisitos son: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado.

3.1.8. Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la decisión a tomar será declarar improcedente el amparo solicitado y no se analizará el fondo del asunto.

3.2. Procedencia de la acción de tutela contra los autos que resuelven el incidente de desacato
3.2.1. La Corte Constitucional se ha pronunciado sobre la procedencia de la acción de tutela contra decisiones asumidas en el trámite de un incidente de desacato, de la siguiente manera:
“Tratándose de solicitudes de amparo en contra de las providencias proferidas en el curso de un incidente de desacato, como aquella que resuelve el incidente, la Corte ha establecido que procede la acción de tutela excepcionalmente, siempre que logre verificarse la existencia de una vía de hecho. Lo anterior, por cuanto es claro que por medio del incidente de desacato, las autoridades judiciales toman decisiones que pueden llegar a vulnerar los derechos fundamentales de las partes. Entonces, siendo procedente de forma excepcional la acción de tutela, debe tenerse presente que durante el trámite de tal incidente no se deberán ventilar asuntos que afecten la ratio decidendi, ni la decisión que con base en ésta se adoptó en el fallo de tutela, y que sirve como fundamento para promover el incidente de desacato. Así, el estudio de una acción de tutela interpuesta contra un incidente de desacato deberá limitarse, en todo caso, a la conducta desplegada por el juez durante el incidente mismo, sin consideración alguna del fallo que le sirve de trasfondo. Lo contrario sería revivir un asunto debatido que hizo tránsito a cosa juzgada”
.
3.2.2. Lo anterior, denota claramente que la acción de tutela sí es procedente en contra de las decisiones que se profieran en el trámite de un incidente de desacato, lo que está prohibido es que el juez constitucional ahonde y se pronuncie sobre la decisión de tutela que sirvió como base para promover el incidente. 
3.2.3. Dicha postura resulta lógica, pues, de lo contrario, los asuntos decididos por el juez natural serían interminables y sometidos a incertidumbre, lo cual va en contravía de los postulados de seguridad jurídica y cosa juzgada imperantes en un Estado de Derecho.
3.2.4. Igualmente, en la sentencia SU - 627 de 2015, el Máximo Tribunal Constitucional fijó las reglas de procedencia de la acción de tutela contra providencias dictadas en el trámite de la acción de tutela, en los siguientes términos: 
“4.6. Unificación jurisprudencial respecto de la procedencia de la acción de tutela contra sentencias de tutela y contra actuaciones de los jueces de tutela anteriores o posteriores a la sentencia.
 
4.6.1. Para establecer la procedencia de la acción de tutela, cuando se trata de un proceso de tutela, se debe comenzar por distinguir si ésta se dirige contra la sentencia proferida dentro de él o contra una actuación previa o posterior a ella.
4.6.2. Si la acción de tutela se dirige contra la sentencia de tutela, la regla es la de que no procede. 
4.6.2.1. Esta regla no admite ninguna excepción cuando la sentencia ha sido proferida por la Corte Constitucional, sea por su Sala Plena o sea por sus Salas de Revisión de Tutela. En este evento solo procede el incidente de nulidad de dichas sentencias, que debe promoverse ante la Corte Constitucional. 
4.6.2.2. Si la sentencia de tutela ha sido proferida por otro juez o tribunal de la República, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional, cuando exista fraude y por tanto, se esté ante el fenómeno de la cosa juzgada fraudulenta, siempre y cuando, además de cumplir con los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, (i) la acción de tutela presentada no comparta identidad procesal con la solicitud de amparo cuestionada; (ii) se demuestre de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la sentencia de tutela fue producto de una situación de fraude (Fraus omnia corrumpit); y (iii) no exista otro medio, ordinario o extraordinario, eficaz para resolver la situación.
4.6.3. Si la acción de tutela se dirige contra actuaciones del proceso de tutela diferentes a la sentencia, se debe distinguir si éstas acaecieron con anterioridad o con posterioridad a la sentencia.
4.6.3.1. Si la actuación acaece con anterioridad a la sentencia y consiste en la omisión del juez de cumplir con su deber de informar, notificar o vincular a los terceros que serían afectados por la demanda de tutela, y se cumplen los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, la acción de tutela sí procede, incluso si la Corte Constitucional no ha seleccionado el asunto para su revisión.
4.6.3.2. Si la actuación acaece con posterioridad a la sentencia y se trata de lograr el cumplimiento de las órdenes impartidas en dicha sentencia, la acción de tutela no procede. Pero si se trata de obtener la protección de un derecho fundamental que habría sido vulnerado en el trámite del incidente de desacato, y se cumplen los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional”. (Subrayas por fuera del texto)
3.3. De la procedencia de la acción constitucional en el caso en concreto

3.3.1. Se cumple con el requisito de la inmediatez en atención a que la última providencia censurada es del 18 de febrero de 2019, notificada por correo electrónico el 22 del mismo mes y año, quedando ejecutoriada el 27 de febrero de 2019, mientras que la tutela se radicó ese mismo día, lo que desde ya implica un ejercicio pronto de la acción de tutela.

3.3.2. En relación con el requisito de la subsidiariedad, la Sala advierte que en el auto del 18 de febrero de 2019, el Juzgado 1º Administrativo de Medellín, luego de analizar los argumentos del tutelante relativos al cumplimiento de la orden, resolvió no levantar la sanción impuesta en la providencia del 12 de diciembre de 2018, es decir se confirmó la multa impuesta al tutelante.

3.3.3. En consideración a la subsidiariedad, el inciso 3º del artículo 86 de la Constitución consagra este requisito como presupuesto de procedencia de la acción de tutela y determina que “[e]sta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial”, precepto reglamentado por el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991.

3.3.4. Del texto de la norma referida se evidencia que, existiendo otros mecanismos de defensa judicial que resulten idóneos y eficaces para solicitar la protección de los derechos que se consideran amenazados o vulnerados, se debe recurrir a estos y no a la tutela.

3.3.5. Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala considera que en el subjudice se cumple con el requisito de la subsidiariedad, ya que el actor no cuenta con recursos ordinarios ni extraordinarios para controvertir las decisiones censuradas con la presente solicitud de amparo. 

3.3.6. Superados los requisitos adjetivos de procedencia de la tutela contra la providencia que resolvió el incidente de desacato objeto de análisis, la Sala se adentrará en el examen del reproche formulado.

3.4. Caso concreto

3.4.1. En el caso sub examine el actor alegó una vulneración al debido proceso, ya que el Juzgado Primero Administrativo de Medellín, dio por no contestado el incidente de desacato, situación confirmada por el Tribunal accionado, omitiendo que dicha contestación se envió al correo electrónico jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co. 

3.4.2. Puso de presente que el mismo buzón fue utilizado por el Juzgado accionado para notificarlo tanto de la tutela como de las decisiones dictadas al interior del incidente, y que, además, envió allí la contestación de la tutela elevada por el señor Nelson de Jesús Ruiz, la cual si se entendió contestada. 

3.4.3. Al respecto, esta Sección considera que dicha inconformidad encaja en la causal de procedibilidad específica de la acción de tutela contra providencia judicial denominada violación directa de la Constitución, ya que, como lo indicó la Corte Constitucional
 en la sentencia SU-198 del 11 de abril de 2013, el mencionado defecto se presenta cuando la autoridad judicial deja de aplicar una disposición ius fundamental a un caso concreto tratándose de una garantía constitucional de aplicación inmediata, como ocurre en el sub judice frente al debido proceso y al acceso a la administración de justicia contemplado en los artículos 29
 y 229
 de la Carta Política.

3.4.4. De la revisión del expediente, la Sala observa que en efecto el actor remitió las contestaciones del incidente de desacato al correo electrónico jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co, circunstancia que también reconoce el Juzgado accionado, autoridad judicial que con ocasión de la presente solicitud de amparo, confirmó que la misma fue enviada dentro del término otorgado. 

3.4.5. Así mismo, este despacho se comunicó vía telefónica con el Juzgado accionado, quien remitió los correos electrónicos enviados al aquí tutelante, de lo cual se puede advertir que, como lo manifestó el actor en el escrito de tutela, aquel no fue informado de la imposibilidad de remitir la contestación del incidente de desacato, a dicho buzón electrónico y mucho menos, que los memoriales allí recibidos, serían destruidos, o que debía enviar su informe de cumplimiento a otro correo electrónico. 

3.4.5.1. Dicha circunstancia implica una falta al deber de información que se predica de las autoridades judiciales, en relación con los usuarios de la administración de justicia, de lo que se desprende igualmente, una vulneración al derecho fundamental al debido proceso.  

3.4.6. Ahora, en la providencia del 18 de diciembre de 2018, el Juzgado Primero Administrativo de Medellín, le aclaró al actor que el buzón electrónico jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co era de uso exclusivo de envío de notificaciones o que los mensajes allí recibidos se eliminarían, lo cual atiende a la configuración de la Sede principal de la Rama Judicial.

3.4.7. En efecto, no desconoce esta Sala que algunos despachos judiciales tienen un correo institucional exclusivo para el envío de las notificaciones judiciales y, así mismo, cuentan con un buzón de correo electrónico para recibir los memoriales en los diferentes procesos. 

3.4.8. Sin embargo, dicha circunstancia debe ser puesta en conocimiento de los usuarios de la administración de justicia, con el fin de que aquellos envíen los memoriales al correo pertinente. De lo contrario, se vulneraría el derecho al debido proceso, pues ante la falta de información y atendiendo a que las autoridades deben recibir solicitudes a través de correo electrónico, como lo indica el artículo 10 de la Ley 962 de 2005
, las partes en el proceso remitirán sus memoriales al único buzón electrónico que el despacho judicial les ha dado a conocer, esto es, aquel a través del cual se les notificó la actuación. 

3.4.9. En el caso concreto, se observa que el Juzgado accionado envió la notificación del auto de apertura desde el correo jadmin01mdl@notificacionesrj.gov.co, sin embargo, como se indicó en precedencia, en dicho mensaje no se realizó la advertencia que, con posterioridad a la sanción se hizo, esto es, que no se recibirían memoriales en la dirección mencionada y que las mismas serían destruidas. 

3.4.10. Así las cosas, la Sala observa que en efecto, el señor Edgar Ortiz Pabón remitió el memorial a través del cual pretendió acreditar el cumplimiento del fallo de tutela del 13 de agosto de 2018. Sin embargo, aquel no fue valorado por las autoridades judiciales accionadas, al momento de proferirse el auto del 12 de diciembre de 2018, por medio del cual se le sancionó con multa de 3 s.m.l.m.v. y la providencia del 17 de enero de 2018 (sic) -2019- que resolvió el grado jurisdiccional de consulta, en el sentido de confirmar la sanción. Para la Sala, este actuar del Juzgado accionado vulneró los derechos fundamentales del actor. 

3.4.11. Ahora, el memorial fue valorado con posterioridad, por el juzgado, como pasa a explicarse, razón por la cual, se reprocha la actuación de dicha autoridad judicial. 

3.4.12. En efecto, en la providencia del 8 de febrero de 2019, a través de la cual el Tribunal Administrativo de Antioquia negó la solicitud de nulidad, le informó al actor que, aun con posterioridad a la imposición de la sanción, la misma podía levantarse si acreditaba el cumplimiento del fallo ante el juez de tutela. 

3.4.13. En vista de lo anterior, el actor remitió –a través del correo electrónico informado por la autoridad judicial- el memorial nuevamente al juzgado accionado, para que analizara las actuaciones relacionadas con el cumplimiento del fallo. 

3.4.14. El actor manifestó, al igual que lo hace en la presente solicitud de amparo, que en el fallo de tutela del 13 de agosto de 2018, se negaron las pretensiones de la demanda, ya que no se vulneraron los derechos fundamentales del señor Nelson de Jesús Ruíz, razón por la cual, a su juicio, no existe orden judicial sobre la cual pueda abrirse un incidente de desacato. 

3.4.15. No obstante, encontró necesario atender el exhorto para lo cual expuso las actuaciones llevadas a cabo para el cumplimiento del mismo, entre las que se encontraban (i) el haberle ofrecido al señor Ruíz soluciones de vivienda que el mismo rechazó; y (ii) otorgarle la posibilidad de presentar alguna solución de vivienda para ser tenida en cuenta por el Fondo. 

3.4.16. Dichos argumentos fueron valorados por el juez del incidente, autoridad que en providencia del 18 de febrero de 2019, no aceptó la solicitud de inaplicación de la sanción. 

3.4.17. Sin embargo, el memorial allegado por el actor, así como las pruebas que se adjuntaron, no fueron analizadas por el Tribunal Administrativo de Antioquia, en garantía del debido proceso y de la plena eficacia del grado jurisdiccional de consulta, cuando revisó el auto que impuso la sanción. 

3.4.18. Por lo anterior, le asiste razón al tutelante, al afirmar que se vulneró su garantía constitucional, por parte del Juzgado Primero de Medellín, al (i) dar por no contestado el incidente de desacato en el auto del 12 de diciembre de 2018; (ii) no remitir al Tribunal, el escrito radicado a través de la empresa Litigamos –el cual fue aportado nuevamente al juzgado-, mediante el cual pretendió acreditar el cumplimiento de la orden, situación que impidió al Tribunal analizar dichos argumentos, en grado jurisdiccional de consulta.

3.4.19. Así las cosas, esta Sala de decisión amparará los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia del señor Edgar Ortiz Pabón y dejará sin efectos las providencias del 12 de diciembre de 2018, 17 de enero de 2018 (sic) 2019- y del 18 de febrero de 2019, dictadas al interior del incidente de desacato radicado con el número 05001-33-31-001-2018-00339-01. 

3.4.20. Por lo anterior, se ordenará al Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito Judicial de Medellín que inicie nuevamente el trámite incidental antes mencionado, teniendo en cuenta las pruebas y argumentos elevados por el aquí tutelante, tendientes a acreditar el cumplimiento del fallo, de conformidad con las razones expuestas en precedencia.

3.4.21. En consecuencia, la Sala no analizará el cargo del actor relativo a que la decisión tomada, el 18 de febrero de 2019, al interior del desacato fue sobre una orden diferente al exhorto impuesto en la sentencia de la acción de tutela, por lo que se desconoció la finalidad del trámite incidental y los elementos que se deben acreditar para imponer la sanción, de conformidad con el Decreto 2591 de 1991, pues aquello debe ser estudiado por el Juzgado accionado a la hora de resolver el incidente de desacato.

3.5. De la decisión tomada en la sentencia de tutela del 13 de agosto de 2018, a pesar de que negó el amparo contiene una orden 

3.5.1. El señor Ortiz Pabón adujo que la orden de tutela fue negada, por lo que no se vulneraron los derechos del señor Nelson de Jesús Ruíz, en ese sentido, no había lugar a iniciar un incidente de desacato. Lo anterior por cuanto no se accedió a las pretensiones del actor, no se ordenó la entrega de una vivienda y mucho menos, se fijó un plazo para otorgarle una solución de vivienda al mencionado tutelante.

3.5.2. Al respecto, la Sala pone de presente que, en efecto, como lo manifiesta el actor, en el fallo de tutela del 13 de agosto de 2018 se negaron las pretensiones de la demanda:

“PRIMERO: DENEGAR la acción de tutela impetrada por NELSON DE JESÚS RUIZ VELASQUEZ identificado con cédula de ciudadanía N° 71.951.258 conforme los argumentos expuestos en esta providencia.

SEGUNDO: EXHORTAR al FONDO DE ADAPTACIÓN a fin de que realice todas las gestiones necesarias para culminar el "Programa Nacional de Reubicación y Reconstrucción de Viviendas para la Atención de Hogares Damnificados y/o Localizados en Zonas de Alto Riesgo No Mitigable Afectadas por los eventos derivados del Fenómeno de la Niña 2010-2011" y poder entregar de forma cumplida la solución de vivienda al actor, para lo cual se le ORDENA que mes a mes informe al accionante los avances del proyecto hasta su culminación y entrega definitiva.”

3.5.3. De lo anterior se advierte que, si bien se negó el amparo solicitado por el señor Ruíz, el Juzgado accionado (i) exhortó al Fondo de Adaptación para que gestionara la terminación del programa y (ii) le ordenó informar al allí tutelante hasta la entrega definitiva. 

3.5.4. Se observa entonces que el numeral segundo del fallo tiene dos elementos, el primero el exhorto y el segundo una orden consistente en dar información, circunstancia que le permitía al juez de tutela, a través del incidente de desacato, velar por el cumplimiento de la mencionada orden, independientemente de que se hubieran negado las pretensiones de la demanda. 

4. Conclusión

4.1. Por las razones expuestas, esta Sección manifiesta que el Juzgado Primero Administrativo de Medellín vulneró los derechos fundamentales del actor al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, como consecuencia de la violación al deber de información, al no indicar que el correo electrónico a través del cual se envían notificaciones, no recibía memoriales, así como por no facilitarle, oportunamente, el buzón electrónico al cual debía enviar los escritos de contestación en el incidente de desacato. 

4.2. Así mismo, por cuanto concluyó que el señor Edgar Ortíz Pabón guardó silencio en el trámite incidental, omitiendo el escrito enviado dentro del término por el incidentado, razones por las cuales se dejarán sin efectos las providencias dictadas en el incidente de desacato objeto de esta acción constitucional, y se ordenará que se inicie nuevamente el referido trámite incidental. 

III. DECISIÓN

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA:

PRIMERO: AMPARAR los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia del señor Edgar Ortiz Pabón, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DEJAR SIN EFECTOS las providencias del 12 de diciembre de 2018, 17 de enero de 2018 -(sic) 2019- y del 18 de febrero de 2019, dictadas al interior del incidente de desacato radicado con el número 05001-33-31-001-2018-00339-01. 

TERCERO: ORDENAR al Juzgado Primero Administrativo Oral de Medellín que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de la presente providencia, inicie nuevamente el trámite incidental antes mencionado, teniendo en cuenta las pruebas y argumentos elevados por el aquí tutelante, tendientes a acreditar el cumplimiento del fallo, así como las consideraciones expuestas en esta providencia.

CUARTO: Por Secretaría General, CORREGIR la carátula del expediente, en el sentido de indicar que el actor es el señor Edgar Ortiz Pabón, y no el Fondo de Adaptación. 

QUINTO: NOTIFICAR a las partes e intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto Ley 2591 de 1991.
SEXTO: Si no fuere impugnada esta decisión dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, al día siguiente a su ejecutoria, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión y devolver el expediente en préstamo al despacho de origen.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Magistrada

ALBERTO YEPES BARREIRO

Magistrado

� Folio 12 del expediente.


� El nombramiento del señor Edgar Ortiz Pabón en el cargo de Gerente de Entidad Descentralizada Grado 0013 de Fondo de Adaptación se efectuó mediante Decreto 1917 del 12 de octubre de 2018 y la acta de posesión N° 207 del 17 del 17 de octubre de 2018, las cuales obran en el anexo de la demanda.


� Folio 11.


� Folio 11.


� Folio 1. 


� La providencia tiene como fecha el 17 de enero de 2018, sin embargo, la Sala observa que aquello pudo ser un error involuntario del Tribunal. 


� Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios públicos.


� Folios 16 a 18 del expediente.


� El nombramiento del señor Edgar Ortiz Pabón en el cargo de Gerente de Entidad Descentralizada Grado 0013 de Fondo de Adaptación se efectuó mediante Decreto 1917 del 12 de octubre de 2018 y la acta de posesión N° 207 del 17 del 17 de octubre de 2018, las cuales obran en el anexo de la demanda.


� Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Expediente No. 2009-01328-01. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. M. P. María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia”.


� Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 5 de agosto de 2014, Expediente No. 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Actor: Alpina Productos Alimenticios. M. P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


� CORTE CONSTITUCIONAL, sentencia T-482 de 2013.


� Corte Constitucional, Sentencia SU – 198 del 11 de abril de 2013. M.P. Luís Ernesto Vargas Silva. “CARACTERIZACION DE LA CAUSAL DE VIOLACION DIRECTA DE LA CONSTITUCIÓN”. 


Se estructura cuando el juez ordinario adopta una decisión que desconoce la Carta Política, ya sea porque: (i) deja de aplicar una disposición ius fundamental a un caso concreto; o porque (ii) aplica la ley al margen de los dictados de la Constitución. En el primer caso, la Corte ha dispuesto que procede la tutela contra providencias judiciales por violación directa de la Constitución (a) cuando en la solución del caso se dejó de interpretar y aplicar una disposición legal de conformidad con el precedente constitucional, (b) cuando se trata de un derecho fundamental de aplicación inmediata y (c) cuando el juez en sus resoluciones vulneró derechos fundamentales y no tuvo en cuenta el principio de interpretación conforme con la Constitución. En el segundo caso, la jurisprudencia ha afirmado que el juez debe tener en cuenta en sus fallos, que con base en el artículo 4 de la C.P, la Constitución es norma de normas y que en todo caso en que encuentre, deduzca o se le interpele sobre una norma que es incompatible con la Constitución, debe aplicar las disposiciones constitucionales con preferencia a las legales mediante el ejercicio de la excepción de inconstitucionalidad.”


� ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.


Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.


En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.


Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.


Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.


� Artículo 229. Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la representación de abogado.


� Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios públicos.





